
BOE núm. 28 Martes 2 febrero 1999 4731

Este Ministerio, a los efectos de lo establecido en los artículos 103
y siguientes de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa, de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se cumpla, en
sus propios términos, la referida sentencia.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y cumplimiento.
Madrid, 11 de diciembre de 1998.—P. D. (Orden de 25 de septiembre

de 1996, «Boletín Oficial del Estado» del 27), el Subsecretario, Claro José
Fernández-Carnicero González.

Ilmo. Sr. Director general de Obras Hidráulicas y Calidad de las Aguas.

2616 ORDEN de 11 de diciembre de 1998 por la que se dispone
el cumplimiento, en sus propios términos, de la sentencia
de la Audiencia Nacional de 31 de enero de 1997, recaída
en el recurso contencioso-administrativo número
1.903/1994, interpuesto por el Ayuntamiento de Madrid.

En el recurso contencioso-administrativo número 1.903/1994, inter-
puesto ante la Audiencia Nacional por la representación procesal del Ayun-
tamiento de Madrid, contra la Orden de 13 de junio de 1994 del anterior
Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente, desestima-
toria del recurso de reposición interpuesto contra la Orden de 26 de febrero
de 1993, relativa a sanción de multa e indemnización por daños al dominio
público hidráulico causados por vertidos contaminantes al río Manzanares
superando la autorización concedida, en fecha 31 de enero de 1997, se
ha dictado sentencia, cuya parte dispositiva, literalmente, dice:

«Fallamos: Que con estimación del recurso interpuesto por el Procu-
rador don Eduardo Morales Price, en representación del Ayuntamiento
de Madrid, debemos anular y anulamos por contrarios a Derecho los actos
recurridos; sin costas.»

Asimismo, y en el recurso de casación número 2.867/1998, preparado
ante el Tribunal Supremo por el Abogado del Estado, en la representación
que por ley ostenta, contra la anterior sentencia, en fecha 25 de mayo
de 1998, ha sido dictado auto por el que se declara desierto el recurso
de casación preparado y firme la sentencia recurrida.

Este Ministerio, a los efectos de lo establecido en los artículos 103
y siguientes de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa, de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se cumpla, en
sus propios términos, la referida sentencia.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y cumplimiento.
Madrid, 11 de diciembre de 1998.—P. D. (Orden de 25 de septiembre

de 1996, «Boletín Oficial del Estado» del 27), el Subsecretario, Claro José
Fernández-Carnicero González.

Ilmo. Sr. Director general de Obras Hidráulicas y Calidad de las Aguas.

2617 ORDEN de 11 de diciembre de 1998 por la que se dispone
el cumplimiento, en sus propios términos, de la sentencia
del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valen-
ciana, de fecha 4 de junio de 1997, recaída en el recurso
contencioso-administrativo número 777/1995, interpuesto
por doña María Paz González Fuster, así como cum-
plimiento de sentencia del Tribunal Supremo, de fecha 20
de enero de 1998, recaída en el recurso de casación
8.371/1997, preparado por el mismo recurrente.

En el recurso contencioso-administrativo número 777/1995, interpuesto
ante el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana por
la representación de doña María Paz González Fuster, contra la Resolución
de la Dirección General de Costas, de fecha 29 de diciembre de 1994,
relativa a recuperación posesoria del dominio público marítimo-terrestre
ocupado por una vivienda en la playa de Guardamar del Segura (Alicante),
en fecha 4 de junio de 1997 ha sido dictada sentencia, cuya parte dis-
positiva, literalmente, dice:

«Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el recurso con-
tencioso-administrativo interpuesto por doña María Paz González Fuster
contra la Resolución de 29 de diciembre de 1994, dictada por la Dirección
General de Costas en expediente 1920/94-JP/AM, desestimatoria de la repo-
sición formulada contra la Resolución de 17 de marzo de 1994, que deses-
timó la alzada frente al Acuerdo de 22 de abril de 1992, del Servicio de
Costas de Alicante, sobre recuperación de oficio del dominio público marí-

timo-terrestre ocupado por la recurrente en la playa de Guardamar del
Segura con una vivienda; todo ello sin expresa condena en costas.»

Asimismo, y en el recurso de casación número 3/8.371/1997, preparado
ante el Tribunal Supremo por la representación procesal de doña María
Paz González Fuster contra la anterior sentencia, en fecha 20 de enero
de 1998 ha sido dictado auto, cuya parte dispositiva es del siguiente tenor:

«La Sala acuerda declarar desierto el recurso de casación preparado
por doña María Paz González Fuster contra resolución dictada por el Tri-
bunal Superior de Justicia de Valencia (Sección Primera) en los autos
número 777/1995, con devolución a la misma de las actuaciones recibidas;
no se hace expresa imposición de costas.»

Este Ministerio, a los efectos de lo establecido en los artículos 103
y siguientes de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa, de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se cumpla, en
sus propios términos, la referida sentencia.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y cumplimiento.
Madrid, 11 de diciembre de 1998.—P. D. (Orden de 25 de septiembre

de 1996, «Boletín Oficial del Estado» del 27), el Subsecretario, Claro José
Fernández-Carnicero González.

Ilmo. Sr. Director general de Costas.

2618 ORDEN de 11 de diciembre de 1998 por la que se dispone
el cumplimiento, en sus propios términos, de la sentencia
de la Audiencia Nacional, de fecha 20 de marzo de 1998,
recaída en el recurso contencioso-administrativo núme-
ro 2.262/1995, interpuesto por «Sani, Sociedad Limitada».

En el recurso contencioso-administrativo número 2.262/1995, inter-
puesto ante la Audiencia Nacional por la representación procesal de la
entidad mercantil «Sani, Sociedad Limitada», contra la Orden de 30 de
junio de 1995 del anterior Ministerio de Obras Públicas, Transportes y
Medio Ambiente, relativa a indemnización por daños al dominio público
hidráulico por extracción de áridos sin la debida autorización adminis-
trativa en el río Guadiana, en el término municipal de Lobón (Badajoz),
en fecha 20 de marzo de 1998 ha sido dictada sentencia, cuya parte dis-
positiva, literalmente, dice:

«Fallamos: Que con estimación del recurso interpuesto por la Procu-
radora doña Ana María Díaz de la Peña López, en representación de “Sani,
Sociedad Limitada”, debemos anular y anulamos por contrario a derecho
el acto recurrido; sin costas.»

Este Ministerio, a los efectos de lo establecido en los artículos 103
y siguientes de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se cumpla, en
sus propios términos, la referida sentencia.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y cumplimiento.
Madrid, 11 de diciembre de 1998.—P. D. (Orden de 25 de septiembre

de 1996, «Boletín Oficial del Estado» del 27), el Subsecretario, Claro José
Fernández-Carnicero González.

Ilmo. Sr. Director general de Obras Hidráulicas y Calidad de las Aguas.

2619 ORDEN de 11 de diciembre de 1998 por la que se dispone
el cumplimiento, en sus propios términos, de la sentencia
de la Audiencia Nacional de fecha 4 de noviembre de 1996,
recaída en el recurso contencioso-administrativo núme-
ro 3/1994, interpuesto por doña Aurora González Rodrí-
guez; así como cumplimiento de Auto del Tribunal Supremo
de 12 de diciembre de 1997, recaído en el recurso de casa-
ción número 5.229/1997.

En el recurso contencioso-administrativo número 3/1994, interpuesto
ante la Audiencia Nacional, por la representación procesal de doña Aurora
González Rodríguez, contra la Resolución del antiguo Ministerio de Obras
Públicas y Transportes, de fecha 21 de octubre de 1992, relativa a dene-
gación de concesión de ocupación de terrenos de dominio público marí-
timo-terrestre, para la legalización de las obras de vivienda-restaurante
en la Playa de las Meloneras, término municipal de San Bartolomé de
Tirajana, en fecha 4 de noviembre de 1996, ha sido dictada sentencia,
cuya parte dispositiva, literalmente, dice:
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«Fallamos: Que desestimando el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por la representación de doña Aurora González Rodríguez,
contra las Resoluciones reseñadas en el antecedente de hecho primero
de esta sentencia, debemos declarar y declaramos que son las mismas
conformes a Derecho, confirmándolas; no se hace imposición de costas.»

Asimismo y en el recurso de casación número 5.229/1997 preparado
ante el Tribunal Supremo por la representación de doña Aurora González
Rodríguez, contra la anterior sentencia, en fecha 12 de diciembre de 1997,
ha sido dictado Auto cuya parte dispositiva es de siguiente tenor:

«La Sala acuerda declarar la inadmisión del recurso de casación inter-
puesto por la representación procesal de doña Aurora González Rodríguez,
contra la sentencia dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo
de la Audiencia Nacional en 4 de noviembre de 1996, en el recurso núme-
ro 3/1994; con imposición de las costas procesales causadas en este recurso
a la parte recurrente.»

Este Ministerio, a los efectos de lo establecido en los artículos 103
y siguientes de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa, de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se cumpla, en
sus propios términos, los referidos sentencia y auto.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y cumplimiento.
Madrid, 11 de diciembre de 1998.—P. D. (Orden de 25 de septiembre

de 1996, «Boletín Oficial del Estado» del 27), el Subsecretario, Claro José
Fernández-Carnicero González.

Ilmo. Sr. Director general de Costas.

2620 ORDEN de 11 de diciembre de 1998 por la que se dispone
el cumplimiento, en sus propios términos, de la sentencia
de la Audiencia Nacional de fecha 26 de septiembre de 1997,
recaída en el recurso contencioso-administrativo número
513/1995, interpuesto por «Algomaes, Sociedad Agraria de
Transformación».

En el recurso contencioso-administrativo número 513/1995, interpuesto
ante la Audiencia Nacional, por la representación procesal de la entidad
«Algomaes, Sociedad Agraria de Transformación», contra la Resolución del
anterior Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente, de
fecha 1 de diciembre de 1994, relativa a sanción de multa e indemnización
por daños causados al dominio público hidráulico por vertidos de aguas
residuales, sin la debida autorización administrativa, al cauce del arroyo
Carrimon, en el término municipal de Piélagos (Cantabria), en fecha 26
de septiembre de 1997, ha sido dictada sentencia, cuya parte dispositiva,
literalmente, dice:

«Fallamos: Que estimando en parte el recurso contencioso-administra-
tivo interpuesto por la representación de «Algomaes, Sociedad Anónima»,
contra la Resolución reseñada en el antecedente de hecho primero de
esta sentencia, debemos declarar y declaramos:

Primero.—Que es conforme a Derecho la Resolución de 1 de diciembre
de 1994, desestimatoria del recurso de reposición confirmándola.

Segundo.—Que es contraria a Derecho la Resolución de 20 de mayo
de 1994, en cuanto que aprecia la comisión de la falta grave prevista
en el artículo 108.f) de la Ley de Aguas, en relación con el artículo 317
del Reglamento del Dominio Público Hidráulico, siendo procedente apre-
ciar la comisión de la falta prevista en el artículo 108.a) ordenándose
a la Administración fije la cuantía del menoscabo, a todos los efectos
deducibles de este precepto.

Tercero.—Que es contraria a Derecho la Resolución de 20 de mayo
de 1994 en cuanto a la exigencia de 1.116.400 pesetas en concepto de
indemnización.

Cuarto.—No se hace imposición de costas.»

Este Ministerio, a los efectos de lo establecido en los artículos 103
y siguientes de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa, de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se cumpla, en
sus propios términos, la referida sentencia.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y cumplimiento.
Madrid, 11 de diciembre de 1998.—P. D. (Orden de 25 de septiembre

de 1996, «Boletín Oficial del Estado» del 27), el Subsecretario, Claro José
Fernández-Carnicero González.

Ilmo. Sr. Director general de Obras Hidráulicas y Calidad de las Aguas.

2621 ORDEN de 11 de diciembre de 1998 por la que se dispone
el cumplimiento, en sus propios términos, de la sentencia
de la Audiencia Nacional de fecha 28 de febrero de 1998,
recaída en el recurso contencioso-administrativo núme-
ro 1.890/1995, interpuesto por «Dragados y Construcciones,
Sociedad Anónima».

En el recurso contencioso-administrativo número 1.890/1995, inter-
puesto ante la Audiencia Nacional, por la representación procesal de la
entidad mercantil «Dragados y Construcciones, Sociedad Anónima», contra
la Resolución del anterior Ministerio de Obras Públicas, Transportes y
Medio Ambiente, de fecha 31 de mayo de 1995, relativa a indemnización
por daños causados al dominio público hidráulico como consecuencia de
la extracción de áridos, sin la debida autorización administrativa, en el
término municipal de Mérida, en fecha 28 de febrero de 1998, ha sido
dictada sentencia, cuya parte dispositiva, literalmente, dice:

«Fallamos: Que debemos estimar y estimamos el presente recurso con-
tencioso-administrativo número 1/1.890/1995, interpuesto por «Dragados
y Construcciones, Sociedad Anónima», representada por el Procurador
de los Tribunales don Antonio María Álvarez Byulla Ballesteros, contra
la Resolución del Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Medio
Ambiente de 31 de mayo de 1995 que imponía a la expresada sociedad
el pago de una indemnización por daños causados al dominio público
de 2.400.000 pesetas, y anulamos la expresada Orden; sin condena en
costas.»

Este Ministerio, a los efectos de lo establecido en los artículos 103
y siguientes de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa, de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se cumpla, en
sus propios términos, la referida sentencia.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y cumplimiento.
Madrid, 11 de diciembre de 1998.—P. D. (Orden de 25 de septiembre

de 1996, «Boletín Oficial del Estado» del 27), el Subsecretario, Claro José
Fernández-Carnicero González.

Ilmo. Sr. Director general de Obras Hidráulicas y Calidad de las Aguas.

2622 ORDEN de 11 de diciembre de 1998 por la que se dispone
el cumplimiento, en sus propios términos, de la sentencia
del Tribunal Supremo de fecha 21 de enero de 1998, recaída
en el recurso de apelación número 2.870/1990, interpuesto
por el Ayuntamiento de Écija.

En el recurso de apelación número 2.870/1990, interpuesto ante el
Tribunal Supremo por la representación procesal del Ayuntamiento de
Écija, contra la sentencia dictada en fecha 21 de diciembre de 1989, por
la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la
Audiencia Nacional, sobre pago de certificación A-20 de la obra Proyecto
de Abastecimiento y Distribución de Agua a Écija, en fecha 21 de enero
de 1998, ha sido dictada sentencia, cuya parte dispositiva, literalmente,
dice:

«Fallamos: Que desestimamos el presente recurso de apelación núme-
ro 2.870/1990, interpuesto por el Procurador señor Rosch Nadal, en nombre
y representación del Ayuntamiento de Écija, y en su consecuencia, con-
firmamos la sentencia de 21 de diciembre de 1989 dictada por la Sala
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional en su recurso
contencioso-administrativo número 17.247. Y sin costas.»

Este Ministerio, a los efectos de lo establecido en los artículos 103
y siguientes de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa, de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se cumpla, en
sus propios términos, la referida sentencia.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y cumplimiento.
Madrid, 11 de diciembre de 1998.—P. D. (Orden de 25 de septiembre

de 1996, «Boletín Oficial del Estado» del 27), el Subsecretario, Claro José
Fernández-Carnicero González.

Ilmo. Sr. Director general de Obras Hidráulicas y Calidad de las Aguas.


